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RESOLUCIÓN   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de diciembre de 2021. 

Comparece por derecho propio Wanda I. Robles Vélez 

(Peticionaria o señora Robles Vélez), mediante recurso de apelación 

que acogemos como una petición de certiorari por recurrir de una 

resolución interlocutoria1. La parte peticionaria nos solicita que 

revoquemos la Orden dictada por el Tribunal de Primera Instancia 

(TPI), Sala Municipal de Utuado, el 8 de octubre de 20212. Mediante 

el referido dictamen, el foro a quo declaró No Ha Lugar la solicitud 

de reconsideración que presentó la Peticionaria sobre la denegatoria 

a una petición de orden de protección al amparo de la Ley Contra el 

Acecho en Puerto Rico. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, 

DESESTIMAMOS el recurso presentado. 

 

 

 
1 Para fines de economía procesal, hemos decidido conservar la clasificación 

alfanumérica asignada por la Secretaría de este Tribunal. 
2 La Orden fue notificada y archivada en autos el 19 de octubre de 2021. 
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I. 

La señora Robles Vélez acude ante nosotros para que 

revoquemos la determinación que emitió el TPI el 8 de octubre de 

2021, que declaró No Ha Lugar su solicitud de reconsideración para 

revisar una Resolución dictada el 3 de septiembre de 2021 y 

notificada el 15 de septiembre de 2021, en la que el foro a quo denegó 

la Petición de Orden de Protección al Amparo de la Ley Contra el 

Acecho en Puerto Rico, solicitada por la parte peticionaria en contra 

de Hailee Rodríguez Vázquez. 

La Peticionaria alega que el tribunal recurrido erró al emitir la 

Resolución que denegó su petición, tras concluir que la controversia 

presentada debía ser dilucidada en el foro administrativo del 

Departamento de Educación. Entiende que el término para acudir a 

este Tribunal fue interrumpido por la Moción Urgente de 

Reconsideración que presentó el 1 de octubre de 2021. 

Sin embargo, tras un examen detenido de los documentos en 

autos, concluimos que el recurso de certiorari presentado por la 

señora Robles Vélez es tardío, por lo que carecemos de jurisdicción 

para intervenir y dirimir la controversia presentada ante nuestra 

consideración.  

Nuestro Tribunal Supremo ha reiterado que los tribunales 

estamos llamados a ser celosos guardianes de nuestra jurisdicción3. 

Por ello, antes de entrar en los méritos de una controversia, es 

necesario que nos aseguremos que poseemos jurisdicción para 

actuar, ya que los asuntos jurisdiccionales son materia privilegiada 

y deben ser resueltos en primer lugar4.  

 
3 Lozada Sánchez et al. v. JCA, 184 DPR 898, 994 (2012); Constructora Estelar v. 

Aut. Edif. Púb., 183 DPR 1, 22 (2011); S.L.G. Szendrey Ramos v. F. Castillo, 169 
DPR 873, 882 (2007). 
4 Cruz Parrilla v. Dpto. Vivienda, 184 DPR 393, 403 (2012); González v. Mayagüez 
Resort & Casino, 176 DPR 848, 856 (2009); García v. Hormigonera Mayagüezana, 

172 DPR 1, 7 (2007). 
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La jurisdicción es “el poder o autoridad de un tribunal para 

considerar y decidir casos o controversias”5. Si un tribunal carece 

de jurisdicción, el único curso de acción posible es así declararlo, 

sin necesidad de discutir los méritos del recurso en cuestión6. De no 

hacerlo, la determinación sería nula, por lo que carecería de 

eficacia7. Cónsono con lo anterior, la Regla 83 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones8 autoriza a este Tribunal para que, a 

iniciativa propia o a solicitud de parte, desestime un recurso por 

falta de jurisdicción. 

Por otro lado, según la Regla 31 del Reglamento de este 

Tribunal, un recurso de certiorari “se formalizará mediante la 

presentación de una solicitud de certiorari” en el término provisto 

por la Ley de la Judicatura de Puerto Rico y por el Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones9.  

Así pues, la Regla 32 (D) del Reglamento de este Tribunal, 

establece que, para solicitar la revisión de una resolución u orden 

del Tribunal de Primera Instancia, la parte que recurra deberá 

presentar su solicitud “dentro de los treinta días siguientes a la 

fecha del archivo en autos de una copia de la notificación de la 

resolución u orden recurrida”10. Este término es de cumplimiento 

estricto y solo puede prorrogarse por causa justificada11.  

Un término de cumplimiento estricto, a diferencia de un 

término jurisdiccional, no es fatal, pues éste puede ser prorrogado 

por el tribunal y “proveer justicia según lo ameriten las 

circunstancias”12. Sin embargo, este Tribunal no tiene discreción 

para prorrogar automáticamente un término de cumplimiento 

 
5 SLG Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011); Gearheart v. 
Haskell, 87 DPR 57, 61 (1963). 
6 Íd. 
7 Morán v. Martí, 165 DPR 356, 364 (2005). 
8 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 83. 
9 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 31. (Énfasis nuestro). 
10 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 32 (D). 
11 Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR 84, 92 (2013). 
12 Soto Pino v. Uno Radio Group, supra; Loperena Irizarry v. E.L.A., 106 DPR 357, 

360 (1977); véase, además, Arriaga v. F.S.E., 145 DPR 122, 131 (1998). 
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estricto13. Solamente tenemos discreción para extender el término 

de cumplimiento estricto, en aquellos casos en que la parte 

presente una justa causa por su incumplimiento14.  

Para así proceder, el tribunal deberá antes observar el 

cumplimiento de dos condiciones:  

(1) que en efecto exista justa causa para la dilación; 

(2) que la parte le demuestre detalladamente al tribunal las 

bases razonables que tiene para la dilación; es decir, que 

la parte interesada acredite de manera adecuada la justa 

causa aludida. Soto Pino v. Uno Radio Group, supra, pág. 

93. 

 

Si no se cumplen estas dos condiciones, el tribunal no tendría 

discreción para extender el término de cumplimiento estricto15.  

No obstante, con respecto a la acreditación de justa causa, el 

Tribunal Supremo ha señalado que: 

[…] [l]a acreditación de justa causa se hace con explicaciones 

concretas y particulares -debidamente evidenciadas en el 

escrito- que le permitan al tribunal concluir que hubo una 

excusa razonable para la tardanza o la demora. Las 

vaguedades y las excusas o los planteamientos 

estereotipados no cumplen con el requisito de justa causa16.  

 

La presentación de un recurso fuera del término 

reglamentario que dispone nuestro Reglamento adolece del grave e 

insubsanable defecto de la falta de jurisdicción. Como tal su 

presentación carece de eficacia y no produce ningún efecto jurídico, 

pues en ese momento o instante en el tiempo no ha nacido autoridad 

judicial o administrativa alguna para acogerlo y menos para 

conservarlo17. 

En el caso de marras, el TPI emitió la Resolución que denegó 

la solicitud de orden de protección de la señora Robles Vélez el 3 de 

septiembre de 2021. Esta determinación fue notificada a la parte 

 
13 Soto Pino v. Uno Radio Group, supra. 
14 Soto Pino v. Uno Radio Group, supra; García Ramis v. Serrallos, 171 DPR 250, 
253 (2007). 
15Íd. 
16 Soto Pino v. Uno Radio Group, supra, citando a Febles v. Romar, 159 DPR 714, 

720 (2003). 
17 Pueblo v. Santana Rodríguez, 148 DPR 400, 402 (1999). 
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peticionaria el 15 de septiembre de 2021. A partir de esta fecha, la 

señora Robles Vélez tenía un término de 15 días para presentar su 

solicitud de reconsideración, según dispone la Regla 47 de 

Procedimiento Civil18. Es decir, la Peticionaria tenía hasta el 30 de 

septiembre de 2021, para presentar su solicitud. Sin embargo, su 

petición fue presentada el 1 de octubre de 2021. Esto es un día 

después de que culminara el plazo para la presentación de la 

reconsideración, sin que ésta presentara una explicación justificada 

para su tardanza. Como expresáramos anteriormente, los tribunales 

están impedidos de prorrogar un término de cumplimiento estricto 

si la parte que incurre en la tardanza no acredita una justa causa 

por su dilación, mediante explicaciones concretas y particularizadas 

que justifiquen la extensión del término19. 

Al así actuar, la parte peticionaria nos privó de jurisdicción 

para intervenir y dirimir la controversia sometida mediante su 

recurso de certiorari, pues la Moción Urgente de Reconsideración que 

presentó la señora Robles Vélez no interrumpió el término de 30 días 

que ésta tenía para presentar su recurso en apelación20. En 

ausencia de una justificación razonable para su tardanza, procede 

la desestimación del auto solicitado.  

II. 

Por los fundamentos que anteceden, desestimamos el auto de 

Certiorari presentado por la señora Robles Vélez por falta de 

jurisdicción. 

 
18 Regla 47. Reconsideración 

La parte adversamente afectada por una orden o resolución del Tribunal de 

Primera Instancia podrá, dentro del término de cumplimiento estricto de quince 
(15) días desde la fecha de la notificación de la orden o resolución, presentar 

una moción de reconsideración de la orden o resolución. 

[…] 

Una vez presentada la moción de reconsideración quedarán interrumpidos los 

términos para recurrir en alzada para todas las partes. Estos términos 

comenzarán a correr nuevamente desde la fecha en que se archiva en autos 
copia de la notificación de la resolución resolviendo la moción de 

reconsideración. […] 32 LPRA Ap. V, R. 47. 
19 Soto Pino v. Uno Radio Group, supra. 
20 Véase la Regla 32 (D) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, supra. 
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Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
                                                Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


